Radicado: 66170 60 00 066 2014 00921 01

Procesados: A.N.A.
Delito: Homicidio culposo

Asunto: Confirma sentencia de primera instancia


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
HOMICIDIO CULPOSO EN ACCIDENTE DE TRÁNSITO / RESPONSABILIDAD DEL ACUSADO / POSICIÓN DE GARANTE DEL CONDUCTOR DEL VEHÍCULO CAUSANTE DEL ACCIDENTE / ARTÍCULO 25 DEL CÓDIGO PENAL.
… se debe hacer referencia a la posición particular del señor A.N.A. frente a sus deberes de protección del bien jurídico de la vida y la integridad personal, que se tienen que resignificar a partir del concepto del deber de garante que le correspondía asumir en virtud de lo dispuesto en el artículo 25 del CP, tema que ha sido examinado en la jurisprudencia de la SP de la CSJ, concretamente en la sentencia del 4 de febrero de 2009, con radicado 26409,en la cual se expuso lo siguiente:

“(…) El artículo 25 de la Ley 599 de 2000 es la fuente de dicha responsabilidad al disponer que la posición de garante asignada por la Constitución o la ley impone al sujeto el deber jurídico de impedir la ocurrencia del resultado típico y lo hace responsable por su acaecimiento. Dice al respecto la disposición en cita:

“Artículo 25. Acción y omisión. La conducta punible puede ser realizada por acción o por omisión.

“Quien tuviere el deber jurídico de impedir un resultado perteneciente a una descripción típica y no lo llevare a cabo, estando en posibilidad de hacerlo, quedará sujeto a la pena contemplada en la respectiva norma penal. A tal efecto, se requiere que el agente tenga a su cargo la protección en concreto del bien jurídico protegido, o que se le haya encomendado como garante la vigilancia de una determinada fuente de riesgo, conforme a la Constitución o a la ley. (…)
“Sobre la posición de garante esta Corporación ha sostenido que:

“Posición de garante es la situación en que se halla una persona, en virtud de la cual tiene el deber jurídico concreto de obrar para impedir que se produzca un resultado típico que es evitable.

“Cuando quien tiene esa obligación la incumple, y con ello hace surgir un evento lesivo que podía ser impedido, abandona la posición de garante”. (…)
En ese orden de ideas, se concluye que si el procesado hubiera observado la debida diligencia y evitado llevar a cabo la maniobra de adelantamiento en curva con invasión de carril contrario por el cual se desplazaban las víctimas, no se habría presentado la colisión con la motocicleta y por ende su comportamiento imprudente se tradujo en un incremento del nivel de riesgo permitido que tuvo injerencia en el resultado producido; situación que es la que finalmente determina la existencia de una relación causal entre la conducta del acusado y las muertes ocasionadas.
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

[image: image1.png]



TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Proyecto aprobado mediante acta Nro. 819 del dieseis (16) de septiembre de dos mil diecinueve (2019)
Pereira, diecisiete (17) de septiembre de dos mil diecinueve (2019)
Hora: 2:12 p.m. 
	Radicación
	66170 60 00 066 2014 00921 01

	Procesados
	ANA

	Delito
	Homicidio culposo 

	Juzgado de conocimiento 
	Primero Penal del Circuito de Dosquebradas

	Asunto 
	Desatar el recurso de apelación interpuesto en contra de la sentencia del 15 de junio de 2017


1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala desatar el recurso de apelación interpuesto por la defensa, en contra de la sentencia dictada por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas, el 15 de junio de 2017, mediante la cual fue absuelto el señor ANA por el delito de Homicidio culposo. 

2. ANTECEDENTES
2.1. De conformidad con lo enunciado en el escrito de acusación, el supuesto fáctico es el siguiente: 

“Los hechos que permiten realizar la imputación fáctica se concretan a los acaecidos el 14 de mayo de 2014 a eso de a las 07:15 horas en la vía Frayles, frente a la Finca Oro Fino ubicada en la calle 8 Nro. 39-95 del municipio de Dosquebradas, cuando el vehículo de servicio público, buseta, de placas WHK 340, con número interno UC 441, afiliado a la empresa Urbanos Cañarte, conducida por ANA, que transitaba por el carril que del barrio Japón conduce a Frayles, colisionó con la motocicleta de placas DCP 80C que rodaba en sentido contrario, manejada por JUAN PABLO MARÍN HURTADO y en la que se desplazaba como parrillero JUAN DAVID LLANOS MONTOYA, resultando heridos los ocupantes de la motocicleta y muertos con ocasión de ese evento automovilístico.

Médico forense adscrito al Instituto de Medicina Legal de Pereira realiza necropsia a los cuerpos de quienes en vida respondían a los nombres de JUAN DAVID LLANOS MONTOYA Y JUAN PABLO MARÍN HURTADO y concluye como causa básica de muerte politraumatismo contundente y manera de muerte violenta compatible con accidente de tránsito.

Los elementos materiales probatorios con que cuenta la Fiscalía permiten concluir con probabilidad de verdad que el señor ANA es probable AUTOR del concurso homogéneo del delito denominado HOMICIDIO CULPOSO, previsto en el artículo 109 del Código Penal, a título de CULPA, donde figuran como víctimas los jóvenes JUAN DAVID LLANOS MONTOYA Y JUAN PABLO MARIN HURTADO, porque actuó con imprudencia al invadir el carril contrario, estando próximo a una curva, generando el impacto con la motocicleta y el resultado muerte de sus ocupantes. El señor ANA elevó el riesgo que le era permitido, violando el deber objetivo de cuidado, traducido en el respeto a las reglamentaciones de tránsito (artículo 60 Código Nacional de Tránsito), al rodar en carretera, conduciendo un vehículo de servicio público, invadiendo el carril contrario en una calzada de tan solo dos carriles, cuando ya está próximo a la curva, vulnerando el principio de confianza de los conductores que vienen en sentido contrario, y en particular la de los hoy occisos, que se vieron sorprendidos con la maniobra del señor ANA y no lograron oponer una acción oportuna a tan imprudente comportamiento. (…)”

2.2 El 18 de marzo de 2015 se llevó a cabo la audiencia preliminar de formulación de imputación. En dicho acto el delegado de la FGN le comunicó cargos al señor ANA como autor del concurso homogéneo de conductas punibles de homicidio culposo previsto en el artículo 109 del CP. El procesado no aceptó los cargos (fl. 7).

2.3 El Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas asumió el conocimiento de las diligencias (fl. 8). El 30 de junio de 2015 se celebró audiencia de formulación de acusación (fls. 9-10). La audiencia preparatoria se llevó a cabo el 24 de agosto de 2015 (fls. 31-34). El juicio oral tuvo lugar en sesiones del 10 de mayo de 2016 (fls. 40-41), del 17 de noviembre de 2016 (fl. 48), y 10 de febrero de 2017 (fl. 49). El sentido del fallo de carácter condenatorio se anunció el 24 de marzo de 2017 (fl. 50). La sentencia se profirió el 15 de junio de 2017 (fls. 51-58).
2.4 El defensor apeló la sentencia de primera instancia (fls. 60-65).
3. IDENTIFICACIÓN DEL PROCESADO
Se trata de ANA, identificado con cédula de ciudadanía Nro. 10.119.318 expedida en Pereira, nació en la misma ciudad el 20 de noviembre de 1965, hijo de Irma y Luis Carlos, ocupación conductor (fl. 2 cuaderno de pruebas). 
4. LA DECISIÓN IMPUGNADA

4.1 La juez de primer grado condenó al señor ANA, como responsable de las conductas investigadas, con base en la siguiente argumentación que se sintetiza así: 
· Se encontró plenamente probada la existencia de los hechos en los cuales perdieron la vida los ciudadanos Juan Pablo Marín Hurtado y Juan David Llanos Montoya en un accidente de tránsito ocurrido el 14 de mayo de 2014, al colisionar con una buseta conducida por el procesado ANA. 

· Se refirió a las actividades desarrolladas por los primeros respondientes que arribaron al lugar y verificaron las circunstancias de tiempo y lugar en que ocurrió el accidente de tránsito, lo mismo que a lo consignado en las diligencias de necropsia de las víctimas.

· En el plano del croquis levantado por los agentes de tránsito se consignó que el vehículo conducido por el procesado llevaba como dirección Japón - Frailes y la motocicleta se dirigía en sentido inverso. No se dejó constancia sobre la existencia de alguna señal de tránsito, aspecto corroborado con el dictamen de la perito Lady Johanna García. De igual forma en el informe se dice que la vía presentaba las siguientes condiciones: era curva, de dos carriles, de doble sentido, pavimentada, seca, en buen estado, con buena iluminación y con vegetación. En cuanto al lugar del impacto en los automotores involucrados, se dejó constancia que en la motocicleta fue frontal con destrucción total del tren delantero y en la buseta frontal izquierdo con afectación del “bomper” delantero lado izquierdo entre otros daños.

· En el croquis está consignada la existencia de una huella de frenado que corresponde a la buseta y que existió una “devolución” por parte del conductor posterior al impacto, según lo dicho por el testigo Díaz Molina, la cual pudo ser voluntaria. Igualmente se documentó lo sucedido con un registro fotográfico sobre la ubicación y estado en que quedaron los automotores, lo que fue corroborado con los hallazgos que refirió el técnico en criminalística Pedro Pablo Mosquera.
· Frente al tema de la responsabilidad del procesado, la hipótesis de la FGN es que el señor ANA infringió el deber objetivo de cuidado al invadir el carril contrario, buscando adelantar un obstáculo que se presentó en su vía, actuación que realizó en una curva sin ninguna visibilidad, incrementando de esta manera el riesgo permitido lo cual finalmente produjo la muerte de las víctimas. Por su parte la defensa considera que ese resultado no se le puede imputar al conductor de la buseta, toda vez que obedeció a un hecho exclusivo del piloto del velocípedo, quien conducía a exceso de velocidad y estaba bajo el efecto de estupefacientes, con una distancia superior a un metro de la berma siendo esta la causa eficiente del resultado producido.
· Se probó la teoría del caso del ente acusador ya que según el croquis y el registro fotográfico se observa claramente que la colisión se produjo en una vía de doble sentido en una curva y según el registro fotográfico no existía demarcación de cada carril, ni una señal que indicara la velocidad máxima permitida que disposición legal no podía ser mayor a 60 k p/h, sin que se pudiera establecer en el juicio la velocidad de los rodantes, pese a lo cual consideró que la motocicleta se desplazaba a mayor velocidad, sin que aparezca claro que superaba la máxima permitida, lo que se podía deducir de las lesiones sufridas por las víctima y los daños de los vehículos. Aunado a ello quedó probado que Juan Pablo Marín quien era el conductor de la moto consumía estupefacientes y se hallaron en su cuerpo rastros de cannabinoides y cocaína, pese a lo cual no existía certeza sobre los efectos que le produjo el consumo de esas sustancias y su permanencia en el tiempo.

· Pese a lo anterior las situaciones atribuidas al señor Marín no fueron determinantes para la causación del resultado, ya que el conductor de la moto pudo haber logrado su propósito de llevar a su cuñado a su sitio de trabajo, si no hubiera sido porque la buseta que conducía el acusado invadió su carril en plena curva.
· Se refirió a los postulados de la teoría de la imputación objetiva, con base en los conceptos de incremento del riesgo permitido y el principio de confianza y citó jurisprudencia pertinente de la SP de la CSJ, para concluir que el conductor de la moto tenía plena confianza en que los demás ocupantes de la vía iban a actuar de manera reglamentaria, por lo cual no estuvo en capacidad de prever que en plena curva su carril iba a ser invadido por el vehículo de servicio público, quedando en absoluta imposibilidad de maniobrar su rodante. Y aunque la defensa argumentó que la motocicleta debía ir a un metro de la berma, el artículo 96 del CNT dispone que una motocicleta puede transitar ocupando un carril, y eso fue precisamente lo que sucedió en este caso.

· El testigo Jorge Díaz Medina, funcionario de tránsito que estuvo presente instantes después de ocurrido el accidente relacionó como hipótesis del mismo para el conductor de la buseta, el hecho de hacer una maniobra de adelantamiento invadiendo el carril en sentido contrario, conclusión a la que llegó luego de entrevistar a los testigos, refiriéndose a dos damas que se desplazaban como pasajeras de la buseta y de las cuales consignó sus nombres en el informe de tránsito. Este testigo también aclaró lo relacionado con el ancho de la vía que corresponde a 6.60 metros y en cuanto a la huella de frenado que aparece en el informe, indica que la misma corresponde a la buseta, que tiene una extensión de 1.80, o 1.90 y luego se advierte que el mismo automotor se devolvió unos 50 o 60 cmts, lo cual pudo ser producto de un acto voluntario, quedando claro que el conductor de la buseta, conforme a lo dicho por las personas que iban en ese automotor trató de adelantar un obstáculo y ahí fue donde según el guarda Díaz, colisionó con la moto que venía por su carril saliendo de la curva y ya terminándola, agregando que la buseta era más ancha y estaba por fuera de su carril; que para cada vehículo la distancia a ocupar sería de 3,30 mts; que en su criterio la buseta se salió de su ruta entre 80 cm o un metro y que el conductor de la buseta infringió el reglamento de tránsito pues existe una prohibición expresa de adelantar en curva, por lo cual debió esperar salir de la “contra curva” para hacerlo, ya que era la única manera en que podría tener plena visibilidad de la vía contraria y controlar el riesgo que generaba esta maniobra.
· Lo manifestado por el funcionario de tránsito se encuentra corroborado con una prueba directa, ya que una de las pasajeras de la buseta que era la señora Alejandra Betancourt expuso que para la fecha de los hechos abordó ese automotor y se hizo detrás del conductor de ese vehículo y que más adelante el señor ANA “se abrió un poco” para adelantar una motocicleta y ahí fue donde se presentó el impacto contra la moto que se desplazaba por la vía del sentido contrario. La misma testigo agregó que la vía no tenía señalización, que estaba un poco cerrada y que la motocicleta transitaba a alta velocidad.

· La prueba practicada en el proceso demuestra que el acusado invadió el carril que le correspondía a la motocicleta y que eso fue lo que desencadenó el accidente y la conclusión del despacho no se puede desvirtuar con lo dicho por la señora Lady Jhoanna García, que fue la ingeniera física que concurrió al proceso, quien pese a tener una vasta experiencia en reconstrucción de accidentes de tránsito, terminó dejando la sensación de que sus conceptos estaban dirigidos a satisfacer las expectativas de la defensa, ya que para esta profesional no existió invasión de carril contrario y el accidente se presentó en la mitad de la vía, desconociendo pruebas como el croquis o informe de accidente de tránsito y lo relativo a las medidas tomadas, a efectos de tratar de explicar las huellas dejadas por la buseta como el producto de una maniobra evasiva, para concluir que ese automotor se desplazaba a una velocidad de entre 28 y 31 km/h, y que pese a que no fue posible calcular la velocidad de la motocicleta, era muy probable que transitara a una que superara la máxima en curva para estos vehículos. 

· En consecuencia el acusado, al invadir el carril contrario para adelantar una motocicleta que se desplazaba por su carril incrementó el riesgo jurídicamente permitido, ya que tal maniobra lo llevó a penetrar en la vía por la que se movilizaban las víctimas que tenían prelación en su desplazamiento y que estaban amparadas por el principio de confianza.

· En consecuencia profirió sentencia condenatoria contra el procesado, a quien se le impuso una sanción de 48 meses de prisión y multa de 39.99 smlmv, inhabilitación de derechos y funciones públicas por el mismo término y de la privación de  la conducción de automotores por 50 meses. Se le otorgó el subrogado de la condena de ejecución condicional. 

5. SOBRE EL RECURSO PROPUESTO

5.1 DEFENSOR (Recurrente)

(Sinopsis) 

· El fallo recurrido se basó en una errada valoración probatoria y un falso juicio de imputación de responsabilidad por una equívoca deducción del nexo de causalidad.

· Respecto del primer punto de debate manifestó que la A quo llegó a la conclusión de que los motociclistas podían desplazarse a una velocidad superior a los 30 k.p.h, pero sin ir a desbordar el límite de los 60 k.p.h. señalados en el art. 106 CNT, conclusión que fue equivocada porque no se tuvo en cuenta el artículo 74 de la Ley 769 de 2002, según el cual los conductores deben reducir la velocidad a 30 k.p.h, cuando disminuyan las condiciones de visibilidad, lo que quedó claro porque en el informe del accidente donde se consignó que había un matorral que obstaculizaba la visión en el trayecto, al tiempo que en el fallo recurrido se aceptó que el señor Marín se desplazaba a más de 30 k p/h, lo cual constituyó una conducta antinormativa al reducirse su capacidad de observación por esa circunstancia.

· El accidente se produjo por culpa exclusiva del conductor de la motocicleta, quien fuera de vulnerar esas disposiciones de tránsito, se encontraba conduciendo el velocípedo bajo los efectos de sustancias psicoactivas como cocaína y canabinoides, que son estimulantes del sistema nervioso central y afectan la conducción de vehículos, porque producen efectos de “embriaguez no alcohólica”. En ese sentido y aunque se desconoce si esa persona era consumidor habitual o primario para determinar la duración del rastro de esas sustancias en su cuerpo, por respeto a su memoria puede pensarse que no era un adicto y que había consumido la sustancia al menos el día anterior lo que se deduce de lo expuesto por los médicos que declararon en el proceso, sobre el hecho de que la sustancia llevaba menos de 24 horas en el cuerpo del señor Marín. 
· En cuanto a la deducción del nexo de causalidad, al considerarse en el fallo de primer grado que ni la velocidad a la que transitaba la motocicleta, ni el consumo de alucinógenos de su conductor tuvieron injerencia en el accidente ya que la colisión se produjo porque el procesado invadió el carril de la moto, se dejó de analizar que por estar bajo los efectos de estupefacientes Juan Pablo Marín debió abstenerse de conducir ese tipo de vehículos y que pese a haber adelantado esa actividad debía haber manejado a una velocidad muy baja lo que seguramente habría impedido el fatal desenlace, ya que habría tenido tiempo y espacio para maniobrar su motocicleta, fuera de que debía desplazarse por la mitad del carril, esto es a una distancia de 1.65 metros teniendo en cuenta la versión del guarda de tránsito, quien dijo que cada carril medía 3.30 metros, por lo cual si su defendido tan solo invadió de ochenta cms. a un metro del carril contrario, a Marín le quedaban 2.30 metros para transitar, y en ese orden de ideas, el accidente no se habría producido por cuanto el motociclista podría haber pasado sin riesgo de colisionar con la buseta.

· De la gravedad de las lesiones sufridas por las víctimas y la enorme destrucción de la motocicleta, se infiere el exceso de velocidad de quienes se desplazaban en ella, ya que el perito Mosquera y el médico Sánchez Arango indicaron que si la moto hubiera transitado a 30 k/ph no se habrían producido las lesiones advertidas en las víctimas, ni los daños que sufrió el vehículo en el que se transportaban.

· De manera subsidiaria solicito que de confirmarse el fallo recurrido se aplicara la concurrencia o compensación de culpas prevista en el art. 2357 del C.C, en el sentido que si quien reclama el daño se expuso a él de manera imprudente el juez debe reducir el monto de la indemnización a su prudente criterio, según CSJ SP del 28 de agosto de 1997, radicado 9715 y lo dicho por esta Sala en proveído del 29 de junio de 2007 y otras decisiones, estimando que en virtud de la conducta imprudente del conductor de la motocicleta, de dictarse una condena en perjuicios en favor de las victimas esta debería ser reducida en un 66.66%.

5.2 Delegada FGN (No recurrente)

(Sinopsis) 

· No existió error en la valoración probatoria porque quedó claramente demostrado que el 14 de mayo del año 2014, a eso de las 07.15 horas, el señor ANA quien conducía el vehículo automotor tipo buseta de placas WHK340 de servicio público en el cual iban tres pasajeros y transitaba por la vía de conduce del barrio “El Japón” al sector de Frailes, al llegar al frente la finca “Oro Fino” y tomar una curva invadió parte del carril contrario y en ese momento colisionó con la motocicleta donde iban las víctimas, que venían por el carril contrario, lo que produjo su deceso.

· Hizo referencia a la versión del agente de tránsito que declaró en el proceso, según la cual el hecho se presentó por la causal de “invasión de carril” por parte del conductor de la buseta, ya que los testigos le informaron que había una moto al lado derecho y que el conductor del vehículo de servicio público trató de adelantarla y ahí fue cuando se produjo el impacto con el velocípedo donde venían las víctimas.
· Al haber ocurrido el hecho en una curva y una “contracurva”, el motociclista no podía visualizar la presencia de la buseta, por lo cual se puede hablar de un evento de culpa compartida, ya que resulta claro que el conductor del vehículo de servicio público invadió el carril que le correspondía a la motocicleta, cuyos ocupantes transitaban por su carril derecho cuando fueron impactados por la buseta que no podía adelantar en una curva, lo que indica que el acusado actuó de manera imprudente.
· Pese a que para la fecha de los hechos no había señales en la vía, el agente de tránsito dijo que habían dos resaltos en las vía por la que venían ambos vehículos, y que si la buseta no hubiera invadido el carril de la moto no se habría producido el accidente.

· La conducta antinormativa del procesado fue confirmada con lo manifestado por la testigo Alejandra Betancur Jiménez quien dijo en el juicio que delante de la buseta transitaba una moto, que el conductor de la buseta intentó adelantarla y para ello se salió un poco del carril donde transitaba y que por el lado contrario apareció el velomotor donde venían las víctimas, luego de lo cual sintió el impacto que según esta declarante alcanzó a desprender la puerta de la buseta, con lo cual se demostró que el procesado incrementó el riesgo permitido, vulneró el deber objetivo de cuidado al infringir el artículo 60 del CNT, lo mismo que el principio de confianza que amparaba a los ocupantes de la moto, quienes fallecieron por causa de la conducta imprudente del señor ANA, que no pudo ser controvertida con los dichos de la perito Lady Jhoanna García, quien hizo un análisis sesgado, ya que solo examinó una parte del material fotográfico que se presentó como prueba.
· Solicitó que se confirmara sentencia condenatoria. 
5.3 Apoderado de víctimas (No recurrente)

(Sinopsis) 

· En lo esencial compartió la argumentación del delegado de la FGN en lo relativo a la demostración del comportamiento antinormativo del procesado, por lo cual pidió la confirmación del fallo recurrido.
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1 Competencia

Esta Colegiatura tiene competencia para conocer del recurso propuesto, en atención a lo dispuesto en los artículos 20 y 34.1 de la Ley 906 de 2004.

6.2 Problema jurídico

Teniendo en cuenta la argumentación del censor, la Sala se ocupará de resolver si de los elementos de juicio se demostró lo concerniente sobre la responsabilidad del procesado, por las conductas de homicidio culposo investigadas, ya que no se presenta ninguna discusión sobre la ocurrencia del accidente que tuvo lugar el 14 de mayo de 2014, en la vía Frailes frente a la calle 8 #39-95 de Dosquebradas, a eso de las 07:15 horas, cuando el señor Juan Pablo Marín Hurtado (Q.E.P.D), conductor y el señor Juan David Llanos Montoya (Q.E.P.D) quien iba como parrillero fueron arrollados por la buseta de placas WHK-340 conducida por el señor ANA, hechos en los cuales los dos primeros perdieron la vida. 

6.3 En lo que concierne a la decisión controvertida, es decir lo referente a la declaratoria de responsabilidad del señor… ANA, por la conducta de homicidio culposo en concurso homogéneo, la juez de primer grado consideró en lo esencial que estaba demostrado que el procesado había incurrido en una conducta imprudente al incrementar el riesgo jurídicamente permitido en la conducción de automotores, al invadir el carril por el cual transitaban las víctimas, maniobra que determinó el nexo causal del accidente de tránsito y que si bien es cierto todo indicaba que Juan Pablo Marín quien manejaba la motocicleta al parecer circulaba a mayor velocidad, no se pudo establecer si excedía el límite máximo permitido al transitar por el sector, fuera de que el hecho de que en su cuerpo se hubieran hallado vestigios de cannabinoides y cocaína, tampoco era determinante para aseverar que este se encontraba bajo el influjo de una embriaguez no alcohólica en razón de la cual se propició la colisión con la buseta conducida por el acusado. 

6.4 En este caso el impugnante consideró que se presentó una indebida valoración probatoria por parte de la A quo quien omitió tener en cuenta que cuando se disminuyen las condiciones de visibilidad se debe reducir la velocidad a 30k/h, lo cual no hizo el conductor de la motocicleta, lo que sumado a su ingesta de estupefacientes y a no transitar por la mitad del carril pusieron en marcha el proceso causal que finalizó con la muerte de los ocupantes de la moto.

En concreto, el censor refirió que su representado solo invadió “levemente” el carril por donde transitaba la motocicleta, y que si Juan Pablo Marín hubiera atendido la prohibición de conducir bajo los efectos de sustancias alucinógenas, o que pese a haberlo hecho como en efecto ocurrió, debió haber circulado una velocidad prudente, lo que habría impedido la causación del fatal mortal accidente. 

Aunado a ello dedujo que de confirmarse la sentencia de carácter condenatorio se debía aplicar el criterio de la concurrencia de culpas y reducir las eventuales indemnizaciones a que hubiera lugar en un 66.66% ya que Juan Pablo Marín igualmente incurrió en las conductas antinormativas antes descritas.

6.5 En atención a la argumentación del censor, es necesario manifestar que en el juicio no se probó la culpa exclusiva del conductor de la motocicleta, ya que el mismo recurrente acepta que su defendido invadió el carril por donde venían las víctimas, así considere que solo lo hizo “levemente”.

6.6. En tal virtud hay que analizar lo referente a su argumentación en el sentido de que Juan Pablo Marín conducía la moto a una velocidad excesiva y que esa situación fue la que propició la colisión con el vehículo que manejaba el señor A.N.A., sobre lo cual se hacen las siguientes precisiones:

6.7 La única testigo presencial del accidente que declaró en el proceso fue Alejandra Betancurt Jiménez, quien venía como pasajera en la buseta y expuso lo siguiente : i) a la altura del barrio “El Japón” el conductor del vehículo de servicio público al llegar a una curva “se abrió” para adelantar a una motocicleta; ii) en ese momento colisionó con una moto donde venían dos jóvenes; iii) el impacto fue tan fuerte que arrancó la puerta del lado del conductor de la buseta; iv) en el sector había un barranco del cual descolgaban unas matas y v) los ocupantes de la moto y el conductor venían “abiertos” en la curva; y vi) las víctimas (a quienes conocía) transitaban a alta velocidad.

6.8 Por su parte el guarda de tránsito Jorge Edilson Díaz Medina, quien elaboró el informe del accidente
, entrego la siguiente información relevante: i) elaboró el croquis y el informe de accidente de tránsito en el presente caso, en el cual estableció como hipótesis la “104” que corresponde a adelantar invadiendo el carril contrario, para la buseta conducida por el acusado; iii) tardó 10 a 15 minutos en llegar al sitio del hecho, donde halló dos testigos que eran dos damas que venían en la buseta a quienes mencionó como testigos del accidente; iii) hizo referencia al contenido de su informe y las otras labores que realizó; iv) el hecho se presentó en una vía de 6 mts con 60 cm de ancho, de doble sentido de circulación, con “curva contra curva”; iv) la buseta se desplazaba en el sentido Japón hacia Frailes, y la moto en sentido contrario; v) describió cada una de las medidas que tomó; vi) la buseta tenía una huella de frenado de 1.90 mts y se devolvió luego del impacto sin que conociera la razón exacta que produjo ese movimiento; vii) el accidente ocurrió cuando el vehículo de servicio público estaba entrando al inicio de la curva, de la cual iba saliendo quien manejaba la motocicleta; viii) de acuerdo a las versiones de los testigos y su experiencia como guarda de tránsito el señor A.N.A. invadió el carril por donde transitaba la moto, al tratar de adelantar otro velocípedo para lo cual hizo referencia a unas fotografías que fueron exhibidas en medio de su declaración; ix) la conducta realizada por el motorista de la buseta, de adelantar a otro vehículo al ingresar a una curva, se encuentra prohibida por el CNT; x) en consecuencia el conductor de la buseta no tenía suficiente visibilidad para poder realizar la maniobra de adelantamiento, por lo cual debió haber estado seguro que no venía ningún vehículo para poder pasar, o simplemente esperar a que el otro vehículo dejara de estorbarle para seguir adelante; x) las dos pasajeras dijeron que la buseta adelantó en la curva a otra motocicleta diferente que estaba atravesada; xi) no tiene formación como para poder calcular las velocidades de ambos automotores ; xii) en una entrevista que rindió respondió que en el lugar de los hechos hay una mata de monte que llega hasta la cuneta lo que puede impedir la visibilidad del conductor que viene de la vía de Frailes hacia el barrio Japón, lo cual manifestó porque en una de las imágenes se ve que cuando se va acercando la curva por donde viene la moto y en ese sentido, se observaba una mata lo que pudo generar un obstáculo para el conductor del vehículo en el que transitaban las víctimas ; xiii) los vehículos deben reducir la velocidad a 30 k/h en las curvas y en las intersecciones; xiv) en el sector no había señalización; xv) no sabe si el conductor de la motocicleta tomó velocidad saliendo de la curva; xvi) tampoco puede suponer si el accidente se hubiera producido o no a una velocidad de 30km/h ya que lo relativo a ese tema se debe establecer a través de una prueba pericial; xvii) si la buseta no hubiera ocupado el carril de la moto que invadió en un espacio de 80 cm, se habría podido evitar el choque; y xviii) el hecho de que no existiera una línea central entre los dos carriles, no significaba que se pueda invadir el otro carril, pues los conductores deben estar pendientes del lado derecho de la vía y al estar en una vía de doble sentido, cada uno debe conservar su carril.

6.8.1 Como se observa, el guarda de tránsito confirmó lo que dijo la única testigo directa del accidente que fue la señora Alejandra Betancourt Jiménez, en el sentido de que por tratar de adelantar a una moto el señor A.N.A. ingreso al carril por donde circulaban las víctimas, debiendo abonarse que esta testigo, pese a que dijo ser amiga de los fallecidos no mostró ningún ánimo de entregar una versión interesada, ya que igualmente expuso que Juan Pablo Marín manejaba su moto a alta velocidad cuando se produjo la colisión.

6.9 Para tratar de establecer la hipótesis de la culpa de la víctima la defensa presentó en el juicio como perito a la ingeniera física Leidy Johanna García García, a efectos de que sustentara el informe de reconstrucción del accidente investigado
.

6.9.1 Lo primero que hay que indicar es que en el acápite de “Conclusiones” de su estudio
 esa profesional consignó lo siguiente:
“3. CONCLUSIONES

“3.1
 A partir del análisis realizado se pudo establecer que el accidente ocurre en el centro de la vía.

3.2
 La velocidad mínima a la cual se desplazaba la buseta al inicio de la huella frenado fue estimada entre 28 y 31 km/h.

3.3
 No es posible determinar la velocidad que desarrollaba la motocicleta al momento de la colisión, ya que no es factible establecer la cantidad de energía cinética que se disipa en daños producto del choque que permitan hacer el estimativo de deformaciones y equivalentes de energía, sin embargo es muy probable que dicha velocidad se encuentre por encima de la velocidad máxima en curva para este tipo de vehículos...” 

6.9.2 Al sustentar su dictamen en el juicio, la citada perito hizo referencia a una serie de situaciones así: i) la velocidad máxima de curva, que es la velocidad critica a la que puede desplazarse un vehículo sin perder el control, es decir sin derrapar, en el caso de la moto que estaba saliendo de curva, era de 40 y 46 km/h; ii) el accidente se presentó en el centro de la curva; iii) la velocidad mínima a la cual se trasladaba la buseta a partir de la huella de frenado fue de 20 y 31 km/h y no era posible establecer la velocidad de la moto al momento del impacto que pudo exceder de 46 k/ph, pues no es factible establecer la energía cinética al momento del choque, aunque era probable que estuviera por encima de la velocidad máxima permitida en curva para este tipo de vehículo, lo que se podía deducir de los daños en los vehículos y las lesiones de las víctimas; iv) el accidente ocurrió en el centro de la calzada y por la velocidad de la motocicleta y las características de la vía era probable que la moto se hubiera “abierto” de la carretera y no hubiera podido seguir al lado derecho de su carril, sino que se haya abierto a la parte externa; v) la buseta transitaba a una velocidad aproximada de 28 k/ph.

6.9.3 Sin embargo al ser contrainterrogada, la citada perito hizo otra serie de manifestaciones que estaban por fuera del objeto de su dictamen y que por decir lo menos fueron altamente especulativas, para lo cual expuso lo siguiente: i) no hubo invasión de la vía por parte del conductor de la buseta; ii) al ser requerida por la delegada de la FGN sobre esa afirmación que contrariaba incluso las fotografías que obraban sobre el caso, explicó que en su criterio la motocicleta tenía todo el carril suyo para transitar y que la buseta no estaba invadiendo el carril contrario, ya que era normal que al ser un vehículo grande se hubiera salido de la curva para poder tomarla. Igualmente expuso que no conocía las fotos anexadas al informe de accidente ya que para elaborar su informe solo tuvo en cuenta las que tomó su propio investigador. 

Sin embargo cuando la juez de primer grado le preguntó sobre la fotografía en la que se ve a la buseta aparentemente invadiendo el carril de los ocupantes de la moto, la perito manifestó que esa era la posición final ese vehículo, porque al frenar se pierde el control de la dirección al no tener frenos ABS y sigue en la misma dirección en la que iban sin poder cambiar la misma.

6.9.4 Sin embargo debe decirse que las manifestaciones de la perito García deben entenderse en su justo contexto, en lo que atañe a la probable velocidad de la motocicleta en la que transitaban las víctimas mas no en lo relativo a descartar que el conductor de la buseta hubiera invadido su carril, ya que sobre ese tema la señora García no tenía ninguna información directa ya que como ella misma lo dijo, no le constaba nada al respecto y su concepto en ese sentido se basaba en el hecho de que en su criterio el croquis del accidente fue mal elaborado, a lo cual hay que agregar que finalmente reconoció que no había tenido en cuenta las fotografías anexadas al informe de tránsito y al ser requerida por la juez de conocimiento sobre su afirmación en el sentido de que los ocupantes de la motocicleta habían invadido el carril, terminó por aclarar que nunca había dicho eso.

6.9.5 Lo anterior lleva a concluir que fuera del tema de la posible velocidad de la buseta y la moto, la citada perito no entregó ninguna explicación convincente sobre su afirmación en el sentido de que el vehículo conducido por el procesado no invadió el carril por donde iba la motocicleta, toda vez que dijo haber fijado un punto de impacto que difiere del informe de tránsito así como haber establecido otros puntos diferentes para tomar las medidas mediante las cuales reprodujo los hechos, motivo suficiente para dudar de la veracidad y certeza de los resultados de ese informe sobre ese aspecto puntual, fuera de que ante una pregunta de la delegada de la FGN, dijo que no había tenido en cuenta las fotografías del informe de tránsito sino las que tomó el investigador de la empresa para la que laboraba y por lo tanto se entiende que nunca observó la toma en la cual se observa la buseta casi en la mitad de la vía invadiendo el carril contrario, lo cual trató de enmendar diciendo que era la posición final de la buseta porque posiblemente perdió el control al frenar, aseveración que se observa sesgada y carente de algún  soporte documental o probatorio.

Por último, la misma testigo dijo que además del impacto en la mitad de la vía, solo se presentó una invasión de carril de 5cm por lo cual ocurrió el accidente y que esto fue por parte de la motocicleta, pero no supo explicar el motivo de esa conclusión abiertamente contraria al álbum fotográfico tomado por el guarda de tránsito y las declaraciones de una testigo directa del hecho como la pasajera Alejandra Betancourt Jiménez cuya credibilidad no fue impugnada por la defensa en el juicio y lo manifestado por el funcionario de tránsito que atendió el accidente, que fue el señor  Jorge Edilson Medina Díaz, en el sentido de que la colisión se produjo porque el señor A.N.A. invadió el carril que le correspondía a la motocicleta que manejaba Juan Pablo Marín.

6.10 Con las anteriores pruebas se puede concluir frente al primer motivo de censura del recurrente que se relaciona con el hecho de que la excesiva velocidad de la motocicleta fue la causa eficiente del accidente, que este supuesto no quedó probado para efectos de excluir la responsabilidad del procesado, ya que en el juicio no se desvirtuó lo dicho por la señora Betancurt y el guarda Medina Díaz, en el sentido de que la causa determinante del accidente fue la conducta antinormativa del acusado al invadir el carril por donde transitaban las víctimas, sobre lo cual se cuenta con una evidencia gráfica contundente como las fotografías tomadas por el citado agente de tránsito que fueron introducidas al juicio.

6.11 Lo que si debe precisar la Sala es que la prueba resulta indicativa de que Juan Pablo Marín conducía a alta velocidad al momento de producirse la colisión con la buseta, lo que se deduce: i) del testimonio de su amiga Alejandra Betancourt; ii) de lo expuesto por el médico Ervin Montoya, quien practicó la necropsia a los restos de Juan David Llanos quien iba como “parrillero” en la moto, quien dijo que por las lesiones de su cadáver no se podía determinar la fuerza del impacto porque allí influían factores como masa, velocidad y fuerza, pero que si hubo un trauma severo; iii) lo manifestado por el legista Ramón Elías Sánchez quien fue el prosector de Juan Pablo Marín quien manifestó que pese a que con las lesiones del cadáver no era posible determinar velocidades, si se podía inferir que transitaban a más de 60 k /ph; y iv) con otra prueba determinante en ese sentido, como el informe de Pedro Pablo Mosquera, quien realizó el peritaje de los vehículos con el cual se anexó un álbum fotográfico
 que demuestra los daños que sufrieron ambos vehículos y en especial la magnitud del impacto que recibió la buseta en su lado izquierdo, lo que lleva a examinar la situación en el terreno de una posible concurrencia de culpas que aun de haber sido demostrada en todo caso no excluye la responsabilidad del procesado. 
6.12 Respecto al segundo argumento del censor sobre la relación causal entre el accidente y el consumo de estupefacientes (cocaína y cannabinoides) por parte del ciudadano Juan Pablo Marín, conductor de la motocicleta, ya que esto pudo afectar su capacidad para conducir ese vehículo el día y hora del accidente, debe decirse lo siguiente:

6.12.1 En el dictamen introducido con el perito Eleazar Vargas Mena se dijo lo siguiente sobre la muestra tomada al cadáver de Juan Pablo Marín: “En la muestra analizada en este laboratorio, se detectó la presencia de benzoilecgonina (metabolito de la cocaína) y cannabinoides y no se detectó la presencia de opiáceos”.

El citado perito al sustentar su dictamen expuso que lo siguiente: i) sobre la muestra tomada al cuerpo de Juan Pablo Marín se podía afirmar que no había transcurrido el tiempo suficiente para que esa sustancia hubiera sido eliminada; ii) la cannabis es una sustancia de efecto mixto o sea que puede ser supresor y alucinógeno y la cocaína es un estimulante del sistema nervioso central; iii) no podía precisar en la parte clínica si para el momento del accidente su consumo estaba afectando la actividad de conducción que ejercía el motociclista; y iv) supone que su uso puede producir embriaguez no alcohólica, pero aclaró que no era experto en el tema.

6.12 .2 El señor Orlando Alfonso Marín, padre del finado Juan Pablo, dijo en el juicio que su hijo consumía sustancias alucinógenas los fines de semana cuando se iba de rumba con sus amigos.

6.12.3 Sobre el particular se debe tener en cuenta que del testimonio del médico legista Ramón Elías Sánchez, se deduce que se le tomó una muestra de orina al cuerpo de Juan Pablo Marín para buscar la presencia de sicofármacos. Sin embargo este perito precisó lo siguiente: i) el informe de toxicología se anexó porque relevancia en la investigación, para precisar si Juan Pablo Marín podría estar “embriagado” por esas sustancias al momento del accidente; ii) sin embargo tal dictamen solo era un indicativo de que probablemente 24 horas antes del accidente pudo haberlas consumido, ya que se desconocía el grado de tolerancia de la víctima frente a esos sicoactivos ; iii) la cocaína es un estimulante que activa las funciones neurológicas entre otros efectos. La marihuana tiene efectos mixtos depresivos y alucinógenos; iv) la combinación de ambas sustancias ocasionaba embriaguez, lo que llevaba a alterar la coordinación, la percepción y la capacidad de respuesta, por lo cual alguien en esa condición no debería manejar un vehículo; y v) se desconocía el grado de tolerancia a esos fármacos que tenía Juan Pablo Marín.

6.12.4 Por lo tanto no existe ninguna prueba que permita establecer que el conductor de la motocicleta estuviera bajo los efectos del consumo de sustancias estupefacientes al momento del accidente, ya incluso el legista Ramón Elías Sánchez fue claro al manifestar que se desconocía el grado de tolerancia que tenía Juan Pablo Marín a las mismas y en consecuencia no es posible partir de esa presunción para establecer ese hecho como causa del hecho como lo aseveró el recurrente, puesto que no hay ninguna evidencia técnica que permita establecer que el uso de esas sustancias por parte de Juan Pablo Marín fue determinante para la causación del hecho.

6.13 En consecuencia no se comparten los argumentos del distinguido censor en el sentido de que el exceso de velocidad a la que transitaba Juan Pablo Marín y el consumo de sustancias estupefacientes por parte de este fueron las causas que provocaron el accidente en el que fallecieron el mismo Juan Pablo y Juan David Llanos Montoya, situación que incluso es reconocida con lealtad procesal por el defensor del ciudadano A.N.A., quien acepta en su recurso, de manera subsidiaria, que existió una conducta antinormativa de su representado al invadir de manera “leve” el carril por donde transitaban los ocupantes de la moto, haciendo hincapié en que por razón de la concurrencia de culpas, se debían reducir las indemnizaciones a que hubiera lugar en un 66.66% por el hecho de que Juan Pablo Marín transitaba a excesiva velocidad al ser impactada su moto y existir prueba indicativa de que en su cuerpo había vestigios sobre el consumo de sustancias alucinógenas, debiendo insistirse por parte de la Sala sobre ese último factor, que la prueba llevada al juicio no permite establecer si esa situación tuvo injerencia en el hecho ya que lo único que se estableció al respecto con el testimonio del legista Sánchez eran que esos fármacos llevaban menos de 24 horas de haber sido ingeridos por Juan Pablo Marín y que no se conocía cual era el grado de tolerancia de la víctima frente al uso de esos alucinógenos.

6.14 En consecuencia, de las pruebas practicadas en el juicio oral se desprende que el señor A.N.A. quien el día de los hechos investigados conducía la buseta que colisionó con la motocicleta conducida por Juan Pablo Marín Hurtado quien era acompañado por Juan David Llanos Montoya, quienes fallecieron en el hecho de tránsito investigado, actuó en forma irregular frente a sus deberes en el tránsito automotor y llevó a cabo una maniobra de adelantamiento en curva invadiendo el carril contrario por el cual transitaban las víctimas del hecho. Es decir que el acusado faltó a su deber de cuidado e incrementó el riesgo permitido al realizar una maniobra prohibida sin atender la circulación de vehículos por la zona, con lo cual vulneró los artículos 55, 60, y 61 del CNT lo que tuvo injerencia directa en el resultado producido como se explicó anteriormente.

6.15 Por lo tanto en aplicación del principio de necesidad de prueba que establecen los artículos 372 y 381 del CPP, se puede concluir que en el caso sub examen existía prueba suficiente para declarar la responsabilidad del procesado, puesto que con la maniobra de adelantamiento con invasión del carril opuesto realizó un acto contrario a sus deberes en el ejercicio de una actividad riesgosa como la conducción de automotores, lo que tuvo injerencia directa en el resultado que se produjo, lo cual permite subsumir su conducta en el tipo de homicidio en modalidad culposa.

6.16 Sobre ese punto se debe hacer referencia a la posición particular del señor A.N.A. frente a sus deberes de protección del bien jurídico de la vida y la integridad personal, que se tienen que resignificar a partir del concepto del deber de garante que le correspondía asumir en virtud de lo dispuesto en el artículo 25 del CP, tema que ha sido examinado en la jurisprudencia de la SP de la CSJ, concretamente en la sentencia del 4 de febrero de 2009, con radicado 26409,en la cual se expuso lo siguiente:

“(…) El artículo 25 de la Ley 599 de 2000 es la fuente de dicha responsabilidad al disponer que la posición de garante asignada por la Constitución o la ley impone al sujeto el deber jurídico de impedir la ocurrencia del resultado típico y lo hace responsable por su acaecimiento. Dice al respecto la disposición en cita:

“Artículo 25. Acción y omisión. La conducta punible puede ser realizada por acción o por omisión.

Quien tuviere el deber jurídico de impedir un resultado perteneciente a una descripción típica y no lo llevare a cabo, estando en posibilidad de hacerlo, quedará sujeto a la pena contemplada en la respectiva norma penal. A tal efecto, se requiere que el agente tenga a su cargo la protección en concreto del bien jurídico protegido, o que se le haya encomendado como garante la vigilancia de una determinada fuente de riesgo, conforme a la Constitución o a la ley. 

Son constitutivas de posiciones de garantía las siguientes situaciones:

1. Cuando se asuma voluntariamente la protección real de una persona o de una fuente de riesgo, dentro del propio ámbito de dominio.

2. Cuando exista una estrecha comunidad de vida entre personas.

3. Cuando se emprenda la realización de una actividad riesgosa por varias personas.

4. Cuando se haya creado precedentemente una situación antijurídica de riesgo próximo para el bien jurídico correspondiente.

Parágrafo. Los numerales 1, 2, 3 y 4 sólo se tendrán en cuenta en relación con las conductas punibles delictuales que atenten contra la vida e integridad personal, la libertad individual, y la libertad y formación sexuales”.

Sobre la posición de garante esta Corporación ha sostenido que:

“Posición de garante es la situación en que se halla una persona, en virtud de la cual tiene el deber jurídico concreto de obrar para impedir que se produzca un resultado típico que es evitable.

Cuando quien tiene esa obligación la incumple, y con ello hace surgir un evento lesivo que podía ser impedido, abandona la posición de garante.

En sentido restringido, viola la posición de garante quien estando obligado específicamente por la Constitución y/o la ley a actuar se abstiene de hacerlo y con ello da lugar a un resultado ofensivo que podía ser impedido. Es el concepto que vincula el fenómeno estudiado con los denominados delitos de comisión por omisión, impropios de omisión o impuros de omisión.

En sentido amplio, es la situación general en que se encuentra una persona que tiene el deber de conducirse de determinada manera, de acuerdo con el rol que desempeña dentro de la sociedad. Desde este punto de vista, es indiferente que obre por acción o por omisión, pues lo nuclear es que vulnera la posición de garante quien se comporta en contra de aquello que se espera de ella, porque defrauda las expectativas.”

6.17 En ese contexto se debe entender que el señor A.N.A. estaba realizando labores de conducción de un vehículo automotor cuando se presentó el accidente en el cual resultaron fallecidos los señores Juan Pablo Marín Hurtado y Juan David Llanos Montoya, las cuales constituyen una actividad riesgosa, como se expuso en la sentencia CSJ SP del 11 de abril de 2012, radicado 33805, así:

“1.
Relativo al carácter riesgoso del tránsito vehicular la Corte Constitucional al confrontar algunas disposiciones de la Ley 769 de 2002, por medio de la cual se expidió el Código Nacional de Tránsito Terrestre, con el texto superior, señaló:

“El tránsito automotor es una actividad que es trascendental en las sociedades contemporáneas pues juega un papel muy importante en el desarrollo social y económico, y en la realización de los derechos fundamentales. Por ejemplo, la libertad de movimiento y circulación (CP art. 24) se encuentra ligada al transporte automotor, y el desarrollo económico depende también, en gran medida, de la existencia de medios adecuados de transporte terrestre. Sin embargo, la actividad transportadora terrestre implica también riesgos importantes, por cuanto los adelantos técnicos permiten que los desplazamientos se realicen a velocidades importantes, con vehículos que son potentes y pueden afectar gravemente la integridad de las personas. Por todo lo anterior, ‘resulta indispensable no sólo potenciar la eficacia de los modos de transporte sino garantizar su seguridad’, lo cual supone una regulación rigurosa del tráfico automotor. Ha dicho al respecto esta Corporación:

‘El tránsito automotriz está rodeado de riesgos. No en vano se ha establecido que la conducción de vehículos constituye una actividad de peligro. Asimismo, los accidentes de tránsito representan una causa importante de mortalidad y de daños en las sociedades modernas. Por consiguiente, el Estado tiene la obligación de regular la circulación por las carreteras, de manera tal que se pueda garantizar, en la medida de lo posible, un tránsito libre de peligros, que no genere riesgos para la vida e integridad de las personas. Con este propósito, se han expedido normas e instituido autoridades encargadas de su ejecución"5. (Sentencia T-258 de 1996. MP Eduardo Cifuentes Muñoz. Fundamento 7. En el mismo sentido”. (Sentencia T-258 de 1996. MP Eduardo Cifuentes Muñoz. Fundamento 7. En el mismo sentido, ver, entre otras, las sentencias T-287 de 1996, C-309 de 1997 y C-066 de 1999).

“La importancia y el carácter riesgoso del tránsito vehicular justifican entonces que esta actividad pueda ser regulada de manera intensa por el Legislador, quien puede señalar reglas y requisitos destinados a salvaguardar la vida e integridad de las personas, así como a proteger los bienes y propiedades. Por ello esta Corte ha resaltado que el tránsito es una actividad “frente a la cual se ha considerado legítima una amplia intervención policiva del Estado, con el fin de garantizar el orden y proteger los derechos de las personas”. El control constitucional ejercido sobre las regulaciones de tránsito debe entonces ser dúctil, a fin de no vulnerar esa amplitud de la libertad de configuración y de las facultades del Legislador para regular el tránsito, debido a su carácter riesgoso…”. 

6.18 En ese orden de ideas, se concluye que si el procesado hubiera observado la debida diligencia y evitado llevar a cabo la maniobra de adelantamiento en curva con invasión de carril contrario por el cual se desplazaban las víctimas, no se habría presentado la colisión con la motocicleta y por ende su comportamiento imprudente se tradujo en un incremento del nivel de riesgo permitido que tuvo injerencia en el resultado producido; situación que es la que finalmente determina la existencia de una relación causal entre la conducta del acusado y las muertes ocasionadas.

6.19 De ese modo no es dable concluir que el señor A.N.A. pueda ser eximido de responsabilidad, ya que no se probó la existencia de una situación de autopuesta en peligro de los fallecidos, toda vez que no se reúnen las condiciones de la jurisprudencia pertinente sobre la materia como CSJ SP del 20 de abril de 2006, radicado 22941, donde se citó CSJ SP del 20 de mayo de 2003, radicado 16636 así:
“4. Finalmente, el actor busca negar la imputación al conductor afirmando que el resultado lesivo fue producto de la autopuesta en peligro emanada de la conducta de la propia víctima”.
“Respóndese:”
“a) Es sabido que el comportamiento de la víctima, bajo ciertas condiciones, puede eventualmente modificar y hasta excluir la imputación jurídica al actor”.
“b) Para que la acción a propio riesgo o autopuesta en peligro de la víctima excluya o modifique la imputación al autor o partícipe es necesario que ella:
“Uno. En el caso concreto, tenga el poder de decidir si asume el riesgo y el resultado”.

“Dos. Que sea autorresponsable, es decir, que conozca o tenga posibilidad de conocer el peligro que afronta con su actuar. Con otras palabras, que la acompañe capacidad para discernir sobre el alcance del riesgo”.

“Tres. Que el actor no tenga posición de garante respecto de ella”.

6. 20 A su vez, en virtud de las mismas circunstancias anotadas, se puede concluir que en este caso la conducta del conductor de la moto tampoco se adecua a los eventos que se conocen como “elevación del riesgo”, que fueron examinados en CSJ SP del el 27 de octubre del 2004 (radicado 20.926), donde se dijo lo siguiente:

“19. Además, una circunstancia que exime de la imputación jurídica u objetiva es el denominado principio de confianza, en virtud del cual el hombre normal espera que los demás actúen de acuerdo con los mandatos legales. En materia de tránsito automotor el principio de confianza implica, por ejemplo, que el conductor de un vehículo que posee prioridad frente a otros automotores puede confiar en que ellos cumplirán su deber de detenerse respetando su derecho; o que otro automotor no invadirá, en contravía y en una curva, el carril por donde le corresponde desplazarse. El conductor del vehículo en el cual iban las víctimas, a pesar de haber ingerido licor, se desplazaba por el carril que le correspondía y podía confiar que ningún otro conductor cometería la imprudencia de desplazarse en contravía por el mismo, menos en una curva; pero el acusado vulneró esa confianza realizando la temeraria maniobra productora de los delitos investigados”...

a. El fenómeno de la elevación del riesgo se presenta cuando una persona con su comportamiento supera el arrisco admitido o tolerado jurídica y socialmente, así como cuando tras sobrepasar el límite de lo aceptado o permitido, intensifica el peligro de causación de daño…”.

6.21 De ese modo es dable concluir que la juez de primer grado actuó acertadamente al condenar al procesado A.N.A. por la conducta de homicidio culposo en concurso, ya que se demostró más allá de toda duda su responsabilidad en el deceso de las víctimas, conforme a lo explicado anteriormente, por lo cual se confirmará la decisión recurrida, sin que haya lugar a reducir las eventuales indemnizaciones como lo solicitó de manera subsidiaria el defensor del señor A.N.A., ya que no se probó que la conducta de Juan Pablo Marín conducto de la moto, hubiera tenido injerencia causal en el accidente que culminó con la muerte de Juan David Llanos Montoya.  
DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley;

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas, el 15 de junio de 2017, en lo que fue objeto de impugnación.

SEGUNDO: Esta determinación queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso de casación.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
� Este apartado del fallo no fue recurrido por el defensor.


� Folios 39 a 42 


� Folios 63 a 85c


� Folio 80 


� Folios 33 a 37 C: Pruebas 


� Folio 60 vto C. Pruebas 
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